
 

 

 SALA SEGUNDA DE DECISIÓN CIVIL  

 

ASUNTO Apelación Sentencia- Ejecutivo  

DEMANDANTE Aseguradora Solidaria de Colombia Ltda. 

DEMANDADO Camilo Ernesto Duque Franco y otro. 

DECISIÓN Confirma sentencia 

PROCESO RDO. 05001-31-03-016-2015-01148-01  

 

Medellín, quince de noviembre de dos mil veintidós 

 

ANTECEDENTES  

 

1. DEMANDA. La Aseguradora Solidaria de Colombia Ltda., demandó en proceso 

ejecutivo a Camilo Ernesto Duque Franco y a la Corporación Ambiental Agua y 

Luz Esperanza de Vida -Corpo Alvi-, con el fin de que se librara mandamiento de 

pago por la suma de $208’657.920ºº correspondientes al pagaré N° 439254, más 

los intereses moratorios liquidados desde la notificación de la demanda, hasta el 

pago total de la obligación.  

 

Como fundamento de lo pretendido, el apoderado judicial de la parte 

demandante expuso: 

 

a. Los demandados Camilo Ernesto Duque Franco y la Corporación Ambiental 

Agua y Luz Esperanza de Vida, en la condición de deudores, suscribieron el 

pagaré N° 439254, a la orden de la Aseguradora Solidaria de Colombia Ltda. 

 

b. En la carta de instrucciones para llenar los espacios en blanco del pagaré, se 

indicó que la forma de vencimiento sería a la vista y que la fecha de emisión sería 

aquella en la que se llenara esos espacios en blanco. 

 

c. Los espacios en blanco fueron diligenciados el 29 de septiembre de 2015. 
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2. CONTESTACIÓN. 

 

2.1. Camilo Ernesto Franco, notificado mediante aviso (fol. 45, c.1), por medio 

de apoderado judicial, presentó las “excepciones” que denominó: (i) “Integración 

abusiva”, (ii) “Nulidad del pagaré arrimado con la demanda”, (iii) 

“Inoponibilidad”, (iv) “Reducción y pérdida de intereses”, (v) “Mala fe del 

acreedor” y (vi) “Prescripción”. 

 

2.2. La Corporación Ambiental Agua y Luz Esperanza de Vida, notificada por 

medio de curador ad litem (fol. 99, c. 1), no rotuló ninguna excepción de mérito 

frente a lo pretendido, pero advirtió que en este evento el pagaré que sirve de 

base de recaudo no tiene fecha de vencimiento, por lo que no puede abrirse paso 

al ejercicio de la acción cambiaria en los términos del artículo 422 del Código 

General del Proceso.  

 

3. SENTENCIA. En decisión de 13 de septiembre de 2018, el Juzgado 016 Civil 

del Circuito de Medellín, declaró infundadas las excepciones presentadas por la 

parte demandada y ordenó seguir adelante la ejecución.  El juez, descartó la 

excepción denominada “integración abusiva”, bajo el argumento de que en el 

proceso no se acreditó que la parte demandante haya incurrido en un abuso al 

llenar los espacios en blanco del pagaré, en tanto tal conducta se encuentra 

ajustada a lo previsto en la carta de instrucciones. Al respecto, el funcionario 

judicial señaló que si bien uno de los demandados indica que la responsabilidad 

estaría determinada conforme a la participación en el consorcio que ostenta la 

condición de contratista frente a la administración, lo cierto es que ello no se 

acreditó, ni siquiera en el instrumento que sirve de base a la ejecución ni en la 

misma carta de instrucciones. 

 

De otro lado, el juzgador despachó desfavorablemente las excepciones 

denominadas “nulidad del pagaré”, “inoponibilidad”, “mala fe” y “prescripción”, 

bajo el argumento de que las mismas no estaban debidamente sustentadas, en 

tanto el artículo 510 del Código de Procedimiento Civil -ahora 442 del Código 

General del Proceso- exige al opositor señalar los hechos en que se fundamenta 

cada medio de defensa. 

 

Al pronunciarse respecto a la excepción denominada “reducción y  pérdida de 

intereses”, el funcionario judicial señaló que la forma en que la aseguradora llenó 
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el título valor coincide con la carta de instrucciones y al respecto explicó que se 

trata de obligaciones que en contra de ella impuso la administración pública,  las 

cuales están integradas por los intereses, que inclusive la misma aseguradora 

controvirtió ante el ente púbico sin éxito al respecto, de manera que el capital y 

los intereses reclamados constituye la obligación que estaba a cargo inicialmente 

de la empresa aseguradora, y ahora del consorcio demandado, para un total de 

$208’657.920°°. Adicionalmente, el juez precisó que la aseguradora no incluyó 

intereses de intereses, sino que se trata de una obligación que, de acuerdo con 

el texto del pagaré y la carta de instrucciones, el obligado aceptó asumir en caso 

de que la aseguradora se viera precisada a cancelar en favor de la administración 

pública, tal como se puede deducir de la documentación arrimada por la parte 

demandante.  

 

De otro lado, en cuanto al cuestionamiento hecho por el curador ad litem de la 

Corporación Ambiental Agua y Luz Esperanza de Vida, respecto a que el título 

valor no tenía fecha de vencimiento, el juez señaló, que conforme con el artículo 

711 del Código de Comercio, una de las formas de vencimiento de dicho título 

puede ser a la vista y así se pactó en la carta de instrucciones suscrita por los 

deudores. Además, de conformidad con el artículo 692 del Código de Comercio, 

el pagaré fue presentado dentro de la oportunidad que allí se señala con el fin 

de hacerlo efectivo.             

 

4. APELACIÓN. Inconforme con lo resuelto, el DEMANDADO Camilo Ernesto 

Duque Franco, presentó recurso de apelación y expuso los siguientes reparos 

concretos: 

 

- El juez en la sentencia no tuvo en cuenta la totalidad de las pruebas legal y 

oportunamente decretadas y practicadas. No valoró el documento denominado 

“FO-ADQU Certificado de contratos”, expedido por la Secretaría de Medio 

Ambiente de Medellín el 17 de julio 2017, el cual constituye una certificación a 

favor de la cual se constituyó la póliza que supuestamente sirve como causa al 

pagaré objeto de litigio. En dicho documento, la entidad certifica que el pago 

hecho por la demandante en virtud de la póliza de cumplimiento N°530-47-

994000003426 fue por valor de $110’091.885.45°°. Lo anterior, dice el apelante, 

fue respaldado con prueba testimonial que tampoco se tuvo en cuenta. 
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- El juez no aplicó las presunciones que por mandato legal operaban contra la 

parte demandante, conforme con los artículos 205 y 372.4 del Código General 

del Proceso, dado que el representante legal de la aseguradora, no justificó la 

inasistencia a la audiencia inicial, en la que debía rendir interrogatorio de parte. 

En ese orden, el juez debía presumir ciertos los hechos susceptibles de confesión 

en que se fundó las excepciones, especialmente la denominada “integración 

abusiva”. 

 

- En virtud de la indebida valoración probatoria, el juez no tuvo por probado, 

estándolo, que la aseguradora demandante llenó el pagaré en contravía de las 

instrucciones emitidas por los demandados. Tampoco tuvo por demostrado, 

estándolo, que la suma incorporada en el pagaré por la demandante, no 

corresponde al valor pagado por ella a la entidad contratante, lo cual fue de 

$110’091.885.45°° y tampoco reconoció la excepción de reducción y pérdida de 

intereses. 

 

-El juzgador de primer grado erró al concluir que las excepciones de nulidad del 

pagaré, inoponibilidad, mala fe y prescripción no estaban debidamente 

fundamentadas, en tanto todo ello se desprende de la indebida integración del 

pagaré. 

 

5. ALEGATOS EN SEGUNDA INSTANCIA.  

 

5.1. Al sustentar el recurso de apelación, el demandado Camilo Ernesto Duque 

Franco reiteró los argumentos expuestos en los reparos concretos presentados 

en primera instancia.  

 

5.2. La parte demandante, por su lado, solicitó que la sentencia sea confirmada 

y señaló que los reparos concretos de la parte apelante deben ser despachados 

desfavorablemente porque carecen de fundamento. Al respecto, indicó que la 

parte apelante aduce que la aseguradora apenas pagó $110.091.885,45°°, en 

lugar de $208.657.920°°, con lo cual desconoce la prueba documental obrante 

en el proceso que da cuenta del pago de $98.566.065°° adicionales por concepto 

de intereses relativos a la declaratoria de incumplimiento.  Asimismo, expuso que 

el título valor se diligenció conforme a las instrucciones estrictamente aprobadas 

en documento firmado por los ejecutados quienes se obligaron solidariamente y 

que de la misma manera se encuentran ligados como deudores. 
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CONSIDERACIONES 

 

1. PROBLEMA JURÍDICO. En atención al recurso de alzada interpuesto, a esta 

Sala corresponde definir -en síntesis-, si el demandado Camilo Ernesto Duque 

Franco, tiene razón al señalar que la decisión de primera instancia debe ser 

revocada, en tanto que una debida valoración de las pruebas obrantes en el 

proceso, así como de las presunciones derivadas de la conducta procesal del 

representante legal de la parte demandante, al contrario de lo que el juez a quo 

expuso, permitiría concluir que la Aseguradora Solidaria de Colombia Ltda. llenó 

abusivamente el título valor, en tanto lo hizo en contravía de la carta de 

instrucciones y que el valor incorporado en el pagaré, no corresponde al valor 

pagado por la aseguradora a la entidad contratante -municipio de Medellín. 

Adicionalmente, en lo que fuere pertinente, se abordará las inconformidades 

relativas a la negación de las excepciones alegadas por el demandado Camilo 

Ernesto Duque. 

 

2. MARCO NORMATIVO Y DE INTERPRETACIÓN JURÍDICA PARA LA DECISIÓN 

DEL CASO EN CONCRETO. 

 

2.1. El artículo 622 del Código de Comercio, dispone que:  

“Si en el título se dejan espacios en blanco cualquier tenedor legítimo 

podrá llenarlos, conforme a las instrucciones del suscriptor que los haya 

dejado, antes de presentar el título para el ejercicio del derecho que en él 

se incorpora. 

Una firma puesta sobre un papel en blanco, entregado por el firmante para 

convertirlo en un título-valor, dará al tenedor el derecho de llenarlo. Para 

que el título, una vez completado, pueda hacerse valer contra cualquiera 

de los que en él han intervenido antes de completarse, deberá ser llenado 

estrictamente de acuerdo con la autorización dada para ello. 

Si un título de esta clase es negociado, después de llenado, a favor de un 

tenedor de buena fe exenta de culpa, será válido y efectivo para dicho 

tenedor y éste podrá hacerlo valer como si se hubiera llenado de acuerdo 

con las autorizaciones dadas”. 

2.2. Sobre el particular, la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia, en sentencia 

STC 7345 de 02 de junio de 2016, precisó lo siguiente: 
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“(…) de conformidad con el artículo 622 del Código de Comercio, al 

firmarse un título valor con espacios en blanco previamente está 

admitiéndose el que llegue a ser su texto completo, frente a lo cual sólo 

cabe reprochar que eventualmente se desatendieron las pautas para el 

diligenciamiento, hipótesis en la que el deudor queda forzado a probar que 

no fueron respetadas, pues, de no ser así, la literalidad del instrumento se 

impone. Especificadamente se ha dicho que,  

 

(…) [q]uien suscribe un título valor con espacios en blanco se declara de 

antemano satisfecho con su texto completo, haciendo suyas las menciones 

que se agregan en ellos, pues es consciente que con el documento 

incompleto no da derecho a exigir la obligación cambiaria, luego está 

autorizando al tenedor, inequívocamente, para completar el título, a fin de 

poder exigir su cumplimiento, aunque, esto es claro,  debe ceñirse a las 

instrucciones que al respecto se hubieren impartido (…) si la parte 

ejecutada alegó como medio defensivo que el espacio en blanco (…) no 

fue llenado con sustento en un acuerdo o en una carta de instrucciones 

(…) le incumbía a ella, en asuntos como el de esta especie, probar ese 

hecho de manera integral, vale decir, asumía el compromiso de demostrar 

que realmente fueron infringidas las instrucciones que impartió, labor que, 

desde luego,  tenía como punto de partida demostrar cuáles fueron esas 

recomendaciones (CSJ, STC 18 feb. 2013, rad. 00112-01, reiterada en 

STC3228-2014 y STC8130-2014, 25 jun., rad. 00285-01). 

 

3. SOLUCIÓN AL CASO EN CONCRETO: En el presente caso, la Sala advierte de 

entrada que la sentencia de primera instancia debe ser confirmada, en tanto que 

la parte demandada, no acreditó que el pagaré objeto de recaudo haya sido 

llenado en contravía de la carta de instrucciones para el diligenciamiento del 

mismo (fol. 2, c.1), así como tampoco acreditó la configuración de alguno de los 

medios de defensa invocados al momento de presentar las excepciones de mérito 

frente al mandamiento de pago. 

 

3.1. En esta sede, el demandado Camilo Ernesto Duque Franco insiste en que el 

título valor objeto de recaudo -Pagaré N°439254-, no fue llenado conforme a la 

carta de instrucciones, en tanto el valor incorporado por la Aseguradora Solidaria 

de Colombia Ltda.  en el pagaré por $208’657.920°°, no coincide con el realmente 

pagado por dicha aseguradora al municipio de Medellín en virtud de la póliza de 

cumplimiento N° 530-47-994000003426 (en la que el afianzado era el Consorcio 

Corcam y el asegurado y beneficiario era el municipio de Medellín), suma que 
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ascendió a $110’091.885,45°°. Como fundamento del reparo, el apelante trajo a 

colación el documento obrante a folios 191 a 193 del expediente, denominado 

certificado de contratos, mediante el cual la Secretaría de Medio Ambiente de 

Medellín (contratante), al referirse al contrato estatal 4600028071 de 2010 

celebrado con el Consorcio Corcam -integrado por los demandados Camilo 

Ernesto Duque Franco y la Corporación Ambiental Agua y Luz Esperanza de Vida 

(contratista)- señaló lo siguiente:  

  

“La Aseguradora Solidaria de Colombia recurrió el acto administrativo 333 

y mediante resolución 372 del 22 de diciembre de 2011, se resolvió el 

recurso de reposición ante la declaratoria de un siniestro confirmando en 

todas sus partes la Resolución No. 333 del 3 de octubre de 2011, este 

último acto administrativo se notificó personalmente a la aseguradora 

solidaria el 16 de enero de 2012. 

 

Como consecuencia de dicha actuación administrativa se hizo efectiva la 

póliza de cumplimiento Nro. 530-47-994000003426 por valor de 

$110.091.855.45, suma de dinero que según información suministrada por 

la Secretaría de Hacienda fue cancelada el 17 de julio de 2015 con número 

de comprobante #3600006380304”. 

 

Asimismo, la parte apelante refirió que el testigo Jesús Santiago Saavedra Santa 

-Gerente Comercial de la sucursal de Medellín de la Aseguradora Solidaria de 

Colombia- afirmó que el pago hecho por la empresa de seguros al municipio de 

Medellín fue por valor de $110’091.885,45°° y el juez no tuvo en cuenta tal 

situación. En el mismo sentido, señaló que el a quo omitió valorar las 

consecuencias probatorias derivadas de la inasistencia del representante legal de 

la demandante a la audiencia de que trata el artículo 372 del Código General del 

Proceso. 

 

No obstante, la Sala encuentra que a la parte apelante no le asiste razón, en 

tanto la afirmación hecha en el recurso de alzada desconoce los demás elementos 

probatorios obrantes en el proceso y la valoración conjunta que de las pruebas 

debe hacer el juzgador conforme al artículo 176 del Código General del Proceso, 

lo cual da cuenta de que el pagaré N° 439254, fue llenado de conformidad con 

la carta de instrucciones, según se pasa a exponer.  
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El pagaré objeto de recaudo (fol. 1, c.1), tenía vencimiento a la vista, según se 

desprende de la carta de instrucciones adjunta al mismo pagaré1. En este se 

puede leer en los dos renglones finales que “Para constancia se firma el presente 

pagaré con espacios en blanco, para ser diligenciado conforme se indica en la 

carta de instrucciones adjunta”.  Ahora, la parte opositora cuestiona el llenado, 

en lo que tiene que ver con el valor adeudado. Al respecto, se tiene que en el 

numeral 3 de la carta de instrucciones, se indicó que “El pagaré podrá ser 

diligenciado por ustedes ´[Aseguradora Solidaria de Colombia] hasta 

concurrencia del monto de las obligaciones pendientes a mi (nuestro) cargo a la 

fecha en que el título sea diligenciado, suma que incluirá a dicha fecha el capital, 

los intereses y todas aquellas sumas en que por concepto del cobro prejudicial o 

judicial de las obligaciones adquiridas por mi (nosotros) hubieren incurrido 

ustedes, incluyendo el impuesto de timbre respectivo (si lo hubiere)” (fol. 2, c.1). 

 

En ese orden, la Aseguradora Solidaria Colombiana Ltda., llenó los espacios en 

blanco del pagaré y como valor adeudado incorporó la suma de $208’657.920°°, 

tras afirmar que ese fue el valor efectivamente cancelado en virtud de la póliza 

de cumplimiento contratada por el Consorcio Corcam -integrado por los 

demandados Camilo Ernesto Duque Franco y la Corporación Ambiental Agua y 

Luz Esperanza de Vida-. Como prueba de ello, la parte apelante, allegó los 

siguientes elementos: 

 

-La Resolución No. 333 de 03 de octubre de 2011, por medio de la cual la 

Secretaría de Medio Ambiente de Medellín, decidió: 

 

“ARTÍCULO PRIMERO: Declarar la ocurrencia del siniestro en los amparos 

del buen manejo y correcta inversión del anticipo, cumplimiento, pago de 

salarios, prestaciones sociales e indemnización y estabilidad de la obra que 

garantizan el Contrato de Obra Pública No. 4600028071 de 2010, suscrito 

por Municipio de Medellín -Secretaría de Medio Ambiente con el Consorcio 

CORCAM, con Nit. 9000.375.219-1, representado legalmente por el señor 

CAMILO ERNESTRO DUQUE FRANCO, conformado por CAMILO ERNESTO 

DUQUE FRANCO y la Corporación Ambiental Agua y Luz, Esperanza de 

Vida –“CORPO ALVI”, con nit. 811036157-5 de conformidad con la Póliza 

de Cumplimiento Entidades Estatales No. 530-47-994000003426, 

otorgada por la Compañía Aseguradora Solidaria de Colombia.  
                                                           
1 El pagaré N° 439254 no tiene fecha de vencimiento. No obstante, en la carta de instrucciones 

adjunta y correspondiente a ese número de título, se indicó que “la fecha de vencimiento será a 
la vista (…)” (fols. 1-2, c.1). 
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ARTICULO SEGUNDO: Hacer efectiva la Póliza de Cumplimiento Entidades 

Estatales No. 530-47-994000003426, otorgada por la Compañía 

Aseguradora Solidaria de Colombia, en los riesgos antes indicados por 

valor de CIENTO DIEZ MILLONES NOVENTA Y UN MIL OCHOCIENTOS 

CINCUENTA Y CINCO PESOS CON 45/100 ($110.091.855,45) (…) 

 

ARTICULO TERCERO: Una vez en firme esta Resolución, la Compañía 

Aseguradora Solidaria de Colombia deberá efectuar el pago al Municipio 

de Medellín del siniestro declarado dentro del mes siguiente a la fecha de 

ejecutoria de la presente Resolución, so pena de ejecutar el cobro a la 

máxima tasa legal de interés moratorio permitida vigente en el momento 

en que se efectúe el pago, conforme al articulo 1080 del C. Co (…)” 

 

-La Resolución No. 372 de 22 de diciembre de 2011, por medio de la cual la 

Secretaría de Medio Ambiente de Medellín confirmó la Resolución No. 333 de 

2011, ante el recurso de reposición interpuesto por la entidad aseguradora.  

 

-El auto de 17 de junio de 2015, proferido en el trámite de cobro coactivo 

adelantado por la Subsecretaría de Tesorería de Medellín, mediante el cual se 

resolvió:  

 

“PRIMERO: LIBRAR MANDAMIENTO DE PAGO en contra de la compañía 

de seguros ASEGURADORA SOLIDARIA DE COLOMBIA, con NIT No. 

860.524.654-6, para que en el término de quince (15) días hábiles pague 

al Municipio de Medellín, la suma de CIENTO DIEZ MILLONES NOVENTA 

Y UN MIL OCHOCIENTOS CINCUENTA Y CINCO PESOS CON CUARENTA Y 

CINCO CENTAVOS M/L ($110.091.855,45), por concepto de garantía única 

que avaló el cumplimiento de todas  las obligaciones surgidas del contrato 

4600028071 de 2010, celebrado -entre la Secretaría del Medio Ambiente 

del Municipio de Medellín y el Consorcio CORCAM, con NIT No. 

900.375.219-1, más un interés moratorio igual al certificado bancario 

corriente expedido por la Superintendencia Financiera de Colombia, 

aumentado en la mitad, conforme a lo dispuesto en el artículo 1080 del 

Código de Comercio”. 

 

-En el Acta de Notificación del Mandamiento de Pago (fol. 170, reverso), que data 

de 08 de julio de 2015, mediante el cual la Aseguradora Solidaria de Colombia 

Ltda. se enteró de dicha providencia, se informó lo siguiente: 
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“ De conformidad con el artículo 826 del Estatuto Tributario, se procede a 

notificarle el Mandamiento de Pago, dictado en estas diligencias, fechado 

el 17 de junio de 2015 en el que se ordena pagar al Municipio de Medellín, 

la sula de $110.091.855°°, a la cual ascendía la obligación  al momento 

de expedición  de la Resolución N° 333 del 03 de Octubre del 2011, por 

concepto de GARANTÍAS CONTRACTULES  (sic), más los intereses a la 

tasa mensual vigente fijada por la Superintendencia Financiera de 

Colombia para los impuestos Municipales, desde cuando la obligación de 

hizo exigible hasta cuando se realice el pago, más las costas y gastos del 

proceso si se llegaren a causar”. 

 

-Copia del derecho de petición que data de 18 de agosto de 2015, elevado por 

Germán Londoño Giraldo -Director de Indemnizaciones de Seguros Patrimoniales 

de la Aseguradora Solidaria de Colombia- ante el Director de la Unidad de Cobro 

Coactivo del Municipio de Medellín (fols. 171-173, c.1), mediante el cual  

solicitaba la terminación del proceso por pago, en tanto el 17 de julio de 2015 

consignó la suma de $110’091.855°° y cuestionaba la factura N° 220058020413, 

mediante la cual se conminaba al pago de $98.566.065°° por concepto de 

intereses moratorios, liquidados desde la ejecutoria del acto administrativo 

declarativo de siniestro hasta que se verificó el pago, es decir, desde el 17 de 

enero de 2012 -conforme se desprende del Aviso de Pago N° 11/08/2015/1GPZ 

(fol. 174, c.1)-. 

 

-La respuesta al derecho de petición en mención que data de 04 de septiembre 

de 2015, mediante la cual la Unidad de Cobro Coactivo de la Secretaría de 

Hacienda de Medellín, en cuanto al cobro de los intereses, explicó: 

 

“(…) Es de anotar que ustedes cancelaron el capital, tal como consta en 

nuestra base de datos SAP, el 17 de julio del presente año, como lo exige 

el mandamiento de pago fechado el 17 de junio de la presente anualidad 

y que se encuentra debidamente notificado. Además de esto, se exige allí 

el pago de un interés moratorio igual al certificado bancario expedido por 

la Superintendencia Financiera de Colombia. Desde luego es obligación el 

cobro de dichos intereses. 

 

Por la naturaleza del asunto que conocemos en esta unidad, no es posible 

la revisión del cobro de los intereses, contenidos en la factura 

220058020413 del 11 de agosto de 2015, por valor de $98.566.065, 
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puesto que los intereses hacen parte del cobro contemplado en el 

Mandamiento de pago que ya se encuentra en firme (…)”  

 

-A folios 176 y 177, obran dos constancias de pago hechas por la Aseguradora 

Solidaria de Colombia a favor del municipio de Medellín, así: la primera, de 17 de 

julio de 2015, por valor de $ 110’091.855,45°° y, la segunda, de 21 de septiembre 

de 2015, por valor de $98’566.065°°, ambas por un total de $208’657.920°°. 

 

-La Resolución de 26 de octubre de 2015, por medio de la cual la Secretaría de 

Hacienda -Subsecretaría Tesorería de Medellín-, luego de verificar el pago del 

capital y los intereses moratorios referidos en dicho trámite, declara terminado 

por pago el proceso administrativo de cobro adelantado en contra de la 

Aseguradora Solidaria de Colombia. 

 

Los anteriores elementos probatorios, dan cuenta suficiente de que, en virtud de 

la póliza de cumplimiento N° 530-47-994000003426, la Aseguradora Solidaria de 

Colombia Ltda. pagó al municipio de Medellín la suma de $208’657.920°° y que 

al estar dicha póliza garantizada con el pagaré en blanco suscrito por Camilo 

Ernesto Duque Franco y la Corporación Ambiental Agua y Luz Esperanza de Vida 

-quienes integran el Consorcio Corcam-, fue por ese monto que la aseguradora -

en aras de subrogarse- llenó el Pagaré 439254, en consonancia con la ya citada 

cláusula 3 de la carta de instrucciones, por el valor efectivamente cancelado al 

asegurado, teniendo en cuenta para ello, el capital más los intereses moratorios 

causados conforme al artículo 1080 del Código de Comercio. 

 

Ahora, lo anterior conlleva a descartar la afirmación de la parte apelante, la cual 

se sustenta en la mera certificación que data de 17 de julio de 2017, que a lo 

sumo se limitó a describir el estado del contrato estatal N° 4600028071 de 2010, 

celebrado entre el municipio de Medellín -Secretaría de Medio Ambiente- y el 

Consorcio Corcam, en la que únicamente se hizo referencia a que la póliza de 

cumplimiento se hizo efectiva por valor de $110’091.855,45°° según pago de 17 

de julio de 2015, sin que al respecto se haya hecho alusión a los intereses 

moratorios causados y cancelados en virtud de la póliza que amparaba el 

cumplimiento del contrato por pate del consorcio integrado por los demandados. 

En efecto, dicha certificación, no tiene el potencial para derruir las demás pruebas 

ya relacionadas -que no fueron controvertidas- y que permiten corroborar que la 
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parte demandante -acreedora- no abusó al llenar los espacios en blanco del título 

valor, en tanto para ello se ajustó a lo previsto en la carta de instrucciones. 

 

Asimismo, en lo que tiene que ver con la declaración del testigo Jesús Santiago 

Saavedra Santa, el Tribunal advierte que no es cierto que este haya afirmado 

que el total cancelado por la aseguradora en virtud de la póliza de cumplimiento 

tantas veces mencionada haya sido $110’091.855,45°°, ya que el deponente 

apenas hizo alusión a ese monto cuando se le puso en conocimiento la lectura 

de la certificación de 17 de julio de 2017 y el mismo declarante insistió en que 

fueron dos consignaciones, sin tener conocimiento sobre el valor total cancelado 

(Audio 2, min. 15 y s.s.). 

 

3.2. De otro lado, la parte recurrente alegó que el juez de primera instancia 

desatendió las consecuencias jurídicas que acarreó la conducta del representante 

legal  de la parte demandante al no asistir a la audiencia a rendir interrogatorio 

de parte, lo cual hace presumir ciertos los hechos susceptibles de confesión en 

que se fundó la excepción de “integración abusiva”, fundamentada en que “la 

demandante llenó el pagaré que sirve de base para el recaudo contrariando las 

autorizaciones impartidas por mi poderdante”  respecto a la suma incorporada, 

por cuanto “no se sabe a cuanto ascendió, ni si corresponde o no al valor que 

supuestamente canceló la aseguradora”. Al respecto, sin necesidad de ahondar 

en las circunstancias válidas o no en que en el presente asunto el interrogatorio 

de la parte demandante se llevó a cabo por medio de apoderado judicial y sin 

que el juez haya calificado la justificación presentada por el representante legal 

ante la inasistencia a la diligencia, lo cierto es que dicha presunción –legal-, de 

la cual se quiere valer el extremo pasivo, fue desvirtuada por los elementos de 

juicio obrantes en el proceso, tal y como se acabó de advertir con el análisis 

probatorio, pues como bien lo ha señalado la Corte Suprema de Justicia, tal 

presunción admite prueba en contrario y en este evento quedó demostrado que 

el pagaré fue llenado conforme a la carta de instrucciones y por el valor total 

pagado por la Aseguradora Solidaria de Colombia en virtud de la Póliza de 

Cumplimiento N° 530-47-994000003426, el cual ascendió a $208’657.920°°. 
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En efecto, en cuanto a la sanción establecida en el  artículo 2052 del Código 

General del Proceso,  en conjunto con la hipótesis prevista en el numeral 4º del 

artículo 372 del Estatuto Procesal, el cual establece, sin ambages, que la 

inasistencia injustificada del citado a la diligencia, “(…) hará presumir ciertos los 

hechos susceptibles de prueba de confesión contenidos en la demanda y en las 

excepciones de mérito o en sus contestaciones”,  la Corte Suprema de Justicia –

Sala Civil- ha referido lo siguiente: 

 

“En cuanto al mérito probatorio de la confesión ficta, tácita o presunta, 

cabe observar, por un lado, que está sujeta, en lo pertinente, a las 

exigencias generales a toda confesión que al respecto señala el artículo 

191, ibídem; y por otro, que según la regla 197 C.G.P., “admite prueba 

en contrario”. 

 

(…) Importa precisar que la confesión ficta tendrá el mismo valor y fuerza 

que a las confesiones propiamente dichas la ley les atribuye3, siempre y 

cuando, se insiste, no exista dentro del proceso prueba en contrario y 

para su incorporación se hayan cumplido las condiciones previstas en el 

artículo 191 del Código General del Proceso”. (STC 066 de 16 de enero 

de 2020) 

 

3.3. Por último, el apelante por pasiva -Camilo Ernesto Duque Franco- de manera 

breve, presentó inconformidad con el no reconocimiento de las “excepciones” 

denominadas “reducción y pérdida de intereses”, “nulidad del pagaré”, 

“inoponibilidad”, “mala fe” y “prescripción”. No obstante, el Tribunal, en 

consonancia con lo resuelto por el juez a quo, encuentra que ninguna está 

acreditada en el presente asunto, conforme se pasa a exponer: 

 

La excepción de “reducción y pérdida de intereses”, no tiene lugar en el presente 

asunto, conforme lo expuso el juez de primera instancia, en tanto como se 

advirtió, según la cláusula 3 de la carta de instrucciones, la obligación contenida 

en el pagaré, corresponde al capital (valor del siniestro) más los intereses 
                                                           
2 ARTÍCULO 205 CGP: “La inasistencia del citado a la audiencia, la renuencia a responder y las 
respuestas evasivas, harán presumir ciertos los hechos susceptibles de prueba de confesión sobre 
los cuales versen las preguntas asertivas admisibles contenidas en el interrogatorio escrito. 
La misma presunción se deducirá, respecto de los hechos susceptibles de confesión contenidos 
en la demanda y en las excepciones de mérito o en sus contestaciones, cuando no habiendo 
interrogatorio escrito el citado no comparezca, o cuando el interrogado se niegue a responder 
sobre hechos que deba conocer como parte o como representante legal de una de las partes 
(…)”. 
3 Sobre el valor probatorio de la confesión ficta, véase: CSJ. SC. Sentencia de 16 de febrero de 

1994. 
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moratorios causados sobre dicha suma de conformidad con el artículo 1080 del 

Código de Comercio, lo cual asciende a $208’657.920°°, siendo sobre este capital 

que se pretende los intereses moratorios a partir de la notificación de la demanda, 

por la mora en el pago de la obligación contenida en el pagaré, sin que en modo 

alguno se esté cobrando intereses sobre intereses. 

 

Las excepciones de “nulidad del pagaré”, “inoponibilidad”, “mala fe” y 

“prescripción” fueron despachadas desfavorablemente por el juzgador de primera 

instancia bajo el argumento de que el demandado no expresó los hechos en que 

se funda las excepciones propuestas. Al respecto, el apelante señaló que ello no 

es cierto, en tanto sí fueron debidamente sustentadas y, además, refirió que las 

excepciones de “nulidad del pagaré”, “inoponibilidad” y “mala fe”, se desprenden 

de la indebida integración del pagaré. No obstante, la Sala advierte que ese 

mismo argumento basta para que dichas excepciones no sean reconocidas, en 

tanto las mismas están fundamentas en que el título fue llenado en contravía de 

la carta de instrucciones, lo cual no se acreditó en el proceso. 

 

Por último, en lo que tiene que ver con la excepción de “prescripción”, el Tribunal 

advierte que, como la misma no fue sustentada, no debe ser estudiada en este 

evento como bien lo señaló el juez a quo. En efecto, como el demandado no 

expuso hechos concretos que la sustentaran, ello impide el estudio de la misma, 

conforme lo ha expuesto la Corte Suprema de justicia en diversos 

pronunciamientos (SC1297 de 06 de junio de 2022; CSJ SC-137 de 29 sept. 1993; 

CJS SC 12 dic. 2005, rad. 1989-05259-01, entre otras), al precisar que “En 

coherencia con lo anterior, resulta indiscutible la necesidad de justificar 

factualmente aquellas defensas que no son declarables de oficio, sino a petición 

de parte, como acontece con la prescripción, la compensación y la nulidad 

relativa, pues la exposición de la relación fáctica en que se apoye cualquiera de 

ellas, además de darle justificación, le brinda certeza al demandante respecto de 

las circunstancias que la sustentan, al punto de permitirle prepararse para 

contraargumentar y dirigir su actividad probatoria encaminada a refutar tales 

planteamientos. Por tanto, si al proponerla el interesado se limita a nominarla, 

ha de entenderse que no planteó una contrapretensión y, por lo mismo, el juez, 

al decidir la litis, estará relevado de hacer alguna consideración al respecto, es 

decir, deberá proceder como si no existiera”.   
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4. Así las cosas, el Tribunal, sin necesidad a ahondar en otros aspectos, 

confirmará la sentencia de primera instancia. De conformidad con lo indicado en 

el artículo 365 del Código General del Proceso, se condenará en costas de esta 

instancia al demandado Camilo Ernesto Duque Franco. Como agencias en 

derecho, se fijará un valor de $2’000.000°°, equivalente a 2 SMLMV.  
 

DECISIÓN 
 

Por lo expuesto, la Sala Segunda de Decisión Civil del Tribunal Superior de 

Medellín, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley, RESUELVE: 
 

PRIMERO. CONFIRMAR la sentencia apelada proferida el 13 de septiembre de 

2018 por el Juzgado 016 Civil del Circuito de Medellín. 
 

SEGUNDO. Las COSTAS de esta instancia se imponen al demandado Camilo 

Ernesto Duque Franco y a favor de la parte demandante. Como agencias en 

derecho se fija un valor de $2’000.000°°, que equivale a 2 SMLMV. 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

Los magistrados, 

 

MARTHA CECILIA LEMA VILLADA 

 

RICARDO LEÓN CARVAJAL MARTÍNEZ 

ACLARACIÓN DE VOTO 

 

 

LUIS ENRIQUE GIL MARÍN 
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SALA SEGUNDA DE DECISIÓN CIVIL 

ACLARACIÓN DE VOTO 2015-01148  

 

El documento presentado como título valor – pagaré - fundamento de 

la acción cambiaria a través de un proceso ejecutivo, es ineficaz de 

pleno derecho por no incorporar en su tenor literal la forma de 

vencimiento. 

 

En mi calidad de Magistrado Revisor integrante de esta Sala de Decisión 

Civil, dando aplicación al principio constitucional de prevalencia del 

derecho sustancial, no estoy de acuerdo con el tratamiento como pagaré – 

título valor -que se le brindó al documento que se allegó como base el 

proceso ejecutivo, al no cumplir con las menciones y requisitos para que 

produzca efectos como tal, como lo predica la Sentencia C- 029 de 1995 de 

la Corte Constitucional: 

 

“Cuando el artículo 228 de la Constitución establece que 

en las actuaciones de la Administración de Justicia 

"prevalecerá el derecho sustancial", está reconociendo que 

el fin de la actividad jurisdiccional, y del proceso, es la 

realización de los derechos consagrados en abstracto por el 

derecho objetivo, y, por consiguiente, la solución de los 

conflictos de intereses.  Es evidente que en relación con la 

realización de los derechos y la solución de los conflictos, 



Recurso de apelación 
Rad. 05001-31-03-016-2015-01148-01  
Sentencia 161 de 2022 

Página 17 de 19 
 

el derecho procesal, y específicamente el proceso, es un 

medio.” 

 

En este orden, el artículo 620 del C de Co en el tema de los bienes 

mercantiles, concretamente de los títulos valores, estatuye: 

 

“Los documentos y los actos a que se refiere este Título sólo 

producirán los efectos en él previstos cuando contengan las 

menciones y llenen los requisitos que la ley señale, salvo que ella los 

presuma. 

 

La omisión de tales menciones y requisitos no afecta el negocio 

jurídico que dio origen al documento o acto.” 

 

Ineficacia que traduce en que el pagaré como título valor no produce efectos 

cambiarios de pleno derecho como lo prescribe el artículo 897 del C de Co: 

 

“Cuando en este Código se expresa que un acto no produce efectos, 

se entenderá que es ineficaz de pleno derecho, sin necesidad de 

declaración judicial.”  

  

Cuando se trata de requisitos sustanciales que desbordan los simplemente 

formales de los títulos valores, como es la no incorporación y expresión 

literal de la forma de vencimiento al interior del documento original 

contentivo del derecho y la correlativa obligación cambiaria, que se 

materializa y no es suplida por la Ley Mercantil ni por la que regulan 

específicamente a los títulos valores en su existencia, su validez, su eficacia, 

su circulación, su pago y su extinción, el Juez debe hacer control de 

legalidad.  
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Control de legalidad que está consagrado en el preámbulo, artículos 2, 4, 13, 

14, 16, 29, 83, 228, 229, 230, 333 y otros de la CP; artículos 1, 2, 3 y otros 

de la Ley Estatutaria de la Administración de Justicia; y artículos 1, 2, 4, 7, 

11, 14, 42, 44 y otros del CGP. 

 

En este orden, las instrucciones para completar el tenor literal del título valor 

cuando se dejan espacios en blanco (artículo 622 del C de Co), como es la 

forma de vencimiento a la vista, no hacen parte del documento que contiene 

al pagaré; las instrucciones verbales, por escrito, expresas, tácitas o causales, 

son el medio que legitiman al tenedor del título valor para completar su tenor 

literal antes de hacerlo exigible, dando cumplimiento al rigor del artículo 620 

del C de Co; es decir, la forma de vencimiento en el pagaré debe estar 

expresamente consagrada en su tenor literal y no puede ser suplida por una 

carta de instrucciones que se allega como anexo al proceso ejecutivo; así lo 

establece el numeral 4 del artículo 709 referente a los requisitos que debe 

contener el pagaré, haciendo alusión expresa a la “La forma de 

vencimiento.” 

 

Situación que debe ser mirada en armonía con lo dispuesto por el artículo 

622 al expresar, “Si en el título se dejan espacios en blanco cualquier 

tenedor legítimo podrá llenarlos conforme a las instrucciones del 

suscriptor que los haya dejado, antes de presentar el título para el 

ejercicio del derecho que en él se incorpora…” 

 

De tal manera, que el pagaré que se allegó para adelantar las acciones 

cambiarias, no produce efectos como título valor al no incorporar en su tenor 

literal el requisito esencial de la forma de vencimiento, que no es suplida por 

la Ley, en tanto no se trata del lugar de cumplimiento, del lugar y fecha de 

creación como lo predica el artículo 621; no es un título valor pagadero a la 

vista como lo es el cheque por expresa disposición del artículo 717; no se 

trata de la aceptación tácita de las facturas de venta según el artículo 773; ni 
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corresponde al  vencimiento de las facturas de acuerdo con el numeral 1 del 

artículo. 

 

Las formas de vencimiento consagradas en el artículo 673 del C de Co al 

regular las letras de cambio, que son aplicables al pagaré por disposición del 

artículo 711, son específicas, expresas y concretas, no las suple la Ley; deben 

estar incorporadas en el tenor literal del pagaré como lo exige el numeral 4 

del artículo 709 en armonía con el 620 del C de Co; la falta de forma de 

vencimiento vertida literalmente en el texto original del pagaré, lo hace 

ineficaz como título valor; por lo que no se le puede aplicar el marco 

normativo sustancial propio de los títulos valores a la luz de los artículos 1, 

numeral 6 del artículo 20, 619 y ss. del C de Co. 

 

      
RICARDO LEÓN CARVAJAL MARTÍNEZ 

MAGISTRADO 

 


